El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / TRANSCRIPCIÓN DE INCAPACIDADES MÉDICAS / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / NO SE ALEGÓ NI PROBÓ UN PERJUICIO IRREMEDIABLE / PRINCIPIO DE INMEDIATEZ / EL TÉRMINO RAZONABLE ES DE SEIS MESES.
Una de las características de la acción de tutela es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que solo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa judicial, o cuando aun existiendo, la tutela es usada como mecanismo transitorio de inmediata aplicación para evitar un perjuicio irremediable, evento en el cual sus efectos son temporales y quedan supeditados a lo que resuelva de fondo la autoridad competente. Por esa razón, el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991, señala como causal de improcedencia de la tutela, la existencia de otros recursos o medios de defensa judicial. (…)
… el funcionario de primera instancia negó la tutela al considerar que el accionante no había actuado con la suficiente prontitud para reclamar la protección de sus derechos, pues para el mes de noviembre de 2018, fecha en que interpuso la segunda acción de tutela ya conocía la respuesta negativa de la accionada, es decir que procedió a instaurar el amparo luego de casi cuatro meses.

La Sala no comparte ese argumento, pues si bien es del criterio de que la acción de amparo debe ser formulada en un término razonable, ha entendido que este, de manera general, se encuentra fijado en seis meses contabilizados desde la ocurrencia de la vulneración, de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia que al respecto ha expresado: “lapso que supera el de seis (6) meses fijado por la consistente jurisprudencia de esta Corporación, como razonable y proporcional para que las personas afectadas en sus prerrogativas básicas ejerzan esta acción constitucional.” (…)
… el amparo constitucional procede cuando los medios ordinarios de defensa judicial resultan ineficaces para proteger los derechos fundamentales o porque se está frente a un perjuicio irremediable.

En este caso, frente a la decisión de negar la transcripción de incapacidades, el actor tiene la posibilidad de formular la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contenciosa administrativa, como mecanismo eficaz para satisfacer sus derechos. 

Y si lo que pretende es acreditar que estuvo incapacitado, para exonerarse de responsabilidad disciplinaria, será en el proceso que al efecto se adelanta, en ejercicio de su derecho de defensa, en el que deberá demostrar aquel hecho.

Así entonces, la procedencia excepcional del amparo, a pesar de existir otros medios de defensa judicial, depende de que el demandante acredite cómo la falta de la transcripción de la citada incapacidad le genera aquel tipo de afectación; sin embargo a ello no procedió.
Así las cosas, no surge la evidencia de una amenaza que permita deducir la existencia de un perjuicio que por sus características justifique adoptar medidas urgentes de manera temporal, mientras en el trámite ordinario se define la cuestión.
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Expediente No. 66001-31-10-002-2019-00122-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el accionante Luis Carlos González Muñoz frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Familia de Pereira, el 1º de abril pasado, en la acción de tutela que promovió contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional y el Comando de Policía, ambos de la regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Los hechos relatados por el demandante admiten el siguiente resumen:

1.1 El 13 de julio de 2017 sufrió un accidente de trabajo, a consecuencia del cual le fueron concedidas incapacidades ininterrumpidas. Estas se han prolongado desde el diagnóstico inicial de fractura de otros huesos metacarpianos, en razón a que, según la historia clínica del 27 de octubre de 2018, se produjo una consolidación defectuosa de la fractura y presenta traumatismo de tendón y del músculo extensor. Además, de conformidad con el concepto de la psiquiatra, padece de reacción al estrés agudo y de trastornos de adaptación, personalidad y delirio. 
1.2 El 21 de septiembre pasado la Dirección de Sanidad expide incapacidad, por intermedio del médico Eduardo Valero Walteros, por el diagnóstico de fractura de otros huesos metacarpianos, por un término de 30 días; en ella, además, se determinó como causa externa “enfermedad profesional parcial”. El 27 del citado mes, el profesional de la salud Gustavo Dionisio Múnera prorrogó la incapacidad por 30 días, desde el 21 anterior, por motivo del diagnóstico principal de traumatismo de otro tendón y músculo extensor. La ortopedista Marla Karin Cuello Díaz, debido a la remisión realizada por el Dr. Valero Walteros, ordenó renovar la incapacidad hasta finalizar el tratamiento y programar cirugía, y la autorizó por 30 días más. No obstante, ese último médico le concedió igual término de incapacidad y dejó constancia de que no era el especialista idóneo para atenderlo “conceptuando no de manera parcial, sino total, paciente de la subespecialidad de cx de mano se remite para valoración y manejo definitivo, y ostensibles secuelas son resorte de la subespecialidad mencionada ya que la patología del accidente no es de especialidad de ortopedia” y ordenó nuevamente la remisión a la Dra. Cuello Díaz.

1.3 Mediante petición formulada el 30 de octubre de 2018, solicitó al Comando Departamental de Policía de Risaralda la transcripción de la totalidad de las incapacidades que le fueron autorizadas por los médicos Marla Karin Cuello Díaz y Gustavo Dionisio Múnera, las que  no se encuentran reportadas en el registro correspondiente.
1.4 Por oficio del 15 de noviembre siguiente esa autoridad le informó que la incapacidad otorgada por el ortopedista Gustavo Dionisio Múnera, adscrito al Centro Médico Salud Vital, no podía ser transcrita ya que ese médico y esa entidad de salud no hacen parte de la red contratada por la Dirección de Sanidad. Además, para ese mismo periodo, específicamente del 21 al 27 de septiembre de 2018, existía otra incapacidad concedida por el ortopedista adscrito a esa Dirección de Sanidad y “la incapacidad realizada por el doctor Gustavo Munera (sic) pretende dar cobertura a tiempo pasado a la consulta que él realiza; y el solicitante en ningún momento se acercó a esta seccional a transcribir la incapacidad del médico del centro de salud vital, esta se conoció mediante escrito de desacato de tutela interpuesto por el señor González Muñoz”. También le indicaron que la transcripción de excusas de servicio por incapacidad se realiza de acuerdo con los parámetros establecidos por la Directiva Administrativa Permanente No. 007 de la Policía Nacional y que compete a los médicos y odontólogos vinculados a las instituciones prestadoras de salud, con las cuales la Dirección de Sanidad ha contratado servicios, expedir dichas excusas.

1.5 Esa respuesta, dice, es contradictoria, pues reitera, la especialista Marla Karin Cuello Díaz, el 21 de junio de 2018, señaló que la incapacidad se debía renovar hasta la finalización del tratamiento y la programación de cirugía, intervención quirúrgica que se practicó el 27 de octubre de 2018. Luego de vencido el primer periodo de incapacidad, por 30 días, solicitó incapacidades, con sustento en esa misma orden, desde el 23 de julio hasta el 19 de agosto y del 21 de agosto al 19 de septiembre de 2018. Es decir que esa entidad se abstuvo de cumplir la orden de la citada especialista, quien hace parte de la Clínica Fractura y Fracturas con la cual Sanidad tiene convenio vigente.
1.6 Ha agotado todos los trámites disponibles para obtener la transcripción de las incapacidades “que me autorizan al estar relevado de la prestación del servicio, pues la accionada el día 15 de noviembre de 2018, afirmó que solicité la transcripción de aquellas desde el mes de septiembre, haciendo constar en la incapacidad medica (sic) del 21 de junio de 2018… fue recibida el día 20 de septiembre de 2018, dejando anotación manuscrita relacionada”.

1.7 La decisión de la autoridad demandada tiene los siguientes efectos: a) suspende la secuencia de incapacidades autorizadas lo que afecta el monto a recibir; b) desconoce el deber de la administración de corregir o actualizar adecuadamente las bases de datos y c) en la actualidad se adelantan dos procesos disciplinarios por ausentarse del servicio durante el término de 10 días, desde el  20 de septiembre de 2018, a pesar de que en esa fecha la accionada tenía la obligación de extender la incapacidad concedida el 21 de junio anterior hasta por 90 días, caso en el cual empezaría a contar desde el 20 de septiembre al 20 de octubre de 2018. Así mismo, entre el 1º y el 28 de octubre de 2018 contaba con incapacidad por psiquiatría.
2. Considera lesionados los derechos a la seguridad social y al hábeas data. Para su protección, solicita se ordene al Departamento de Policía de Risaralda transcribir las incapacidades generadas desde el 20 al 30 de septiembre de 2018.

A C T U A C I Ó N      P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 18 de marzo se admitió la acción de amparo y se ordenaron las notificaciones de rigor.
2. Solamente se pronunció el Jefe Seccional Risaralda de Sanidad de la Policía Nacional. Adujo que: a) esa entidad ha prestado la atención de salud requerida por el actor; b) si las incapacidades se presentaron en el año 2018, se debe establecer si el amparo cumple con el requisito de la inmediatez; c) mediante oficio del 19 de octubre de 2018 se rindió informe previo en incidente de desacato, formulado por el accionante dentro de la acción de tutela que tramitó el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Pereira, en el cual se dijo que la transcripción de la incapacidad generada el 27 de septiembre de 2018, la misma que ahora pretende obtener, era improcedente; d) nunca se desconoció el criterio de la especialista Marla Karin Cuello Díaz; por el contrario, se cumplió lo que advirtió sobre la renovación de la incapacidad hasta finalizar el tratamiento o hasta la programación de la cirugía. Esa profesional de la salud en momento alguno dijo que la prórroga de la incapacidad debía ser total o parcial, fue el ortopedista Eduardo Valero quien determinó que era parcial; e) la transcripción de esta incapacidad fue solicitada por el accionante por medio de tutela de la cual tuvo conocimiento el Juzgado Tercero Administrativo de Pereira y “si el señor accionante no aceptaba la decisión, ese momento si (sic) debió impugnar”; f) sobre esa incapacidad, el demandante formuló también derecho de petición ante el Departamento de Policía de Risaralda. Este se pronunció para indicarle que no era viable esa solicitud; g) respecto a la supuesta lesión al hábeas data, ratificó lo relativo a la improcedencia de la transcripción de incapacidades provenientes de la “red no contratada y en la misma fecha se tenía una incapacidad por un especialista de esta seccional con el mismo rango de salud” y h) lo que pretende el actor es utilizar nuevamente esta vía judicial para obtener la  transcripción de una incapacidad otorgada en el año 2018, pues en este momento se tramita una investigación disciplinaria en su contra por la no prestación del servicio.
Solicita se niegue la tutela y se multe al actor por temeridad y mala fe. 
3. Se definió la primera instancia mediante sentencia del 1º de abril último, en la cual se negó el amparo invocado.
Para decidir así, el señor Juez Segundo de Familia de la ciudad empezó por señalar que no existe temeridad en este caso, pues aunque el actor promovió con anterioridad dos acciones de tutela con sustento en similares hechos, lo cierto es que en ellas pidió, además de la prestación de un servicio médico, la transcripción y reconocimiento de incapacidades laborales diferentes a las que aquí son objeto de debate. 
Respecto al fondo del asunto, dijo que la acción constitucional incumple el requisito de la inmediatez ya que no se evidencia circunstancia alguna que justifique la omisión del accionante en procurar la protección de sus derechos, vulnerados supuestamente por la falta de transcripción de la incapacidad, “porque si bien lo enunció en la narración de hechos que hizo en la demanda de tutela que instauró a finales del mes de noviembre de 2018; no hizo alusión a la presunta vulneración muy a pesar que para ese momento el demandante ya tenía claro que la entidad se lo había negado en respuesta… del 15 de noviembre de 2018. Resultando del todo improcedente que tramitada y finiquitada esa demanda de tutela ante el Juzgado Tercero Administrativo… y pasados casi cuatro (4) meses, pretenda ahora sustentar un alegato de vulneración… cuando no lo hizo oportunamente en aquella acción constitucional”. Agregó que de conformidad con las pruebas aportadas, la entidad accionada brindó respuesta oportuna y adecuada a la solicitud formulada por el demandante, sin que la acción de tutela pueda convertirse en el escenario para decidir sobre la validez legal de una incapacidad médica, circunstancia que tiene efectos sobre la investigación disciplinaria que se lleva en contra del actor y que, por su naturaleza, deben ser dirimidas por la autoridad competente.   
4. Inconforme con el fallo, el demandante lo impugnó. Alegó que la acción de tutela no prevé un término de caducidad y que según la jurisprudencia constitucional, el presupuesto de la inmediatez guarda relación con que el amparo sea propuesto en un lapso razonable. Ese mismo precedente determinó que para la aplicación de ese presupuesto se debía tener en cuenta, entre otras circunstancias, la situación de debilidad manifiesta en que se encuentre el promotor del amparo y la permanencia de la vulneración en el tiempo. Así mismo, el Consejo de Estado ha determinado que la acción se puede ejercer dentro de los seis meses siguientes a la fecha de la vulneración. En este caso, para el momento en que recibió la respuesta al derecho de petición, se encontraba incapacitado en virtud del diagnóstico clínico según el cual carecía de un sano juicio, requería de acompañante y se encontraba en tratamiento farmacológico, razón por la cual debía guardar reposo y se hallaba en estado de somnolencia; como si fuera poco, le fue practicada una intervención quirúrgica y estaba incapacitado. Además, la lesión es permanente y la circunstancia en que se encuentra le genera inconvenientes de carácter disciplinario y penal que afectan su derecho al trabajo “del cual dependen igualmente como también se ilustro mis hijos menores de edad quienes dependen del suscrito”.   
5. En esta sede, mediante auto del 29 de abril último, se puso en conocimiento del Comandante Departamental de Risaralda de la Policía Nacional, la nulidad configurada por no haber sido notificado adecuadamente de la admisión de la demanda, con la advertencia de que si no la alegaba dentro del término de los tres días, quedaría saneada de conformidad con los artículos 136 y 137 del Código General del Proceso. Ante su silencio, se produjo la consecuencia señalada.

C O N S I D E R A C I O N E S

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la tutela para ordenar a las entidades demandadas transcribir como incapacidad para trabajar aquella comprendida entre el 20 y el 30 de septiembre de 2018, la que según el actor, fue concedida por su médica tratante.
3. Una de las características de la acción de tutela es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que solo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa judicial, o cuando aun existiendo, la tutela es usada como mecanismo transitorio de inmediata aplicación para evitar un perjuicio irremediable, evento en el cual sus efectos son temporales y quedan supeditados a lo que resuelva de fondo la autoridad competente. Por esa razón, el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991, señala como causal de improcedencia de la tutela, la existencia de otros recursos o medios de defensa judicial.

Sobre este tema la Corte Constitucional ha dicho
:
“3.1. La acción constitucional consagrada en el artículo 86 superior, se caracteriza por ser una acción preferente y sumaria que busca evitar de manera inmediata la amenaza o vulneración de un derecho fundamental. Además su procedencia se circunscribe a la condición de que no existan otros medios ordinarios a través de los cuales se pueda invocar la protección del derecho en cuestión o que existiendo esta vía jurídica, carezca de idoneidad para evitar la configuración de un perjuicio irremediable.

3.2. En el caso específico de la acción de tutela contra actos administrativos de carácter particular, se ha predicado por regla general su improcedencia, salvo que se invoque para evitar la configuración de un perjuicio irremediable. Ello, por cuanto el interesado puede ejercer las acciones de nulidad o de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo y, como medida preventiva solicitar dentro de ésta, la suspensión del acto que causa la transgresión.

Sin embargo, el amparo constitucional es procedente en aquellos asuntos en los cuales, como se anotó anteriormente, se demuestre que pese a existir otros mecanismos ordinarios para la defensa de los derechos fundamentales involucrados, éstos carecen de idoneidad para evitar la configuración de un perjuicio irremediable. Dicho perjuicio se caracteriza por ser: (i) inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente; (ii) grave, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable sean urgentes; y (iv) la acción de tutela sea impostergable a fin de garantizar que sea adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad…”

4. Las pruebas allegadas al cuaderno No. 1 acreditan los siguientes hechos:
4.1 Mediante sentencia del 9 de mayo de 2018, esta Sala definió, en segunda instancia, la acción de tutela formulada por el señor Luis Carlos González Muñoz. En ella, entre otras cosas, se declaró la carencia actual de objeto por la superación del hecho que lesionaba los derechos de actor por el no pago de una incapacidad laboral
.    
4.2 A nombre del citado señor se han expedido las siguientes incapacidades: a) los médicos generales de la Dirección de Sanidad de Cartago se las concedieron a partir del 22 de junio hasta el 19 de septiembre de 2018
; b) el 21 de junio de 2018, la especialista en ortopedia y traumatología de la Clínica Fractura y Fracturas se las confirió desde esa fecha hasta el 20 de julio siguiente
. Además, señaló que se debe renovar la incapacidad hasta la finalización del tratamiento y la programación de la cirugía
; c) el ortopedista adscrito a la Dirección de Sanidad de Risaralda de la Policía le otorgó una del 21 de septiembre al 20 de octubre de 2018
 y d) por este mismo término reconoció otra el ortopedista de Centro Médico Salud Vital sede Prado
.
4.3 El 28 de octubre de 2018 el accionante solicitó al Comandante del Departamento de Policía de Risaralda, junto con otra petición que no guarda relación con el debate propuesto, transcribir las incapacidades concedidas por los ortopedistas de la Clínica Fractura y Fracturas y del Centro Médico Salud Vital sede Prado, con sustento en que vencido el plazo de su incapacidad, el 21 de septiembre de 2018, acudió al especialista de esa última entidad quien se la prorrogó hasta el 20 de octubre siguiente. El 27 del citado mes la ortopedista de la Clínica Fractura y Fracturas, quien manifestó que la incapacidad debía ser renovada hasta la finalización del tratamiento y la programación de la cirugía, le otorgó otra por 30 días la cual “no fue transcrita en su totalidad por sanidad”
.
4.4 En respuesta del 15 de noviembre último, el citado Comandante le informó al actor que de conformidad con el oficio No. S-2018-071894-DERIS, suscrito por el Jefe Seccional de Sanidad, no podía ser transcrita la incapacidad otorgada porque: a) el ortopedista Gustavo Dionisio Múnera, quien la concedió, no hace parte de la red contratada por tal Dirección de Sanidad, así como tampoco el Centro Médico Salud Vital al que se encuentra adscrito; b) el ortopedista de esa Dirección de Sanidad otorgó también otra incapacidad del 21 al 27 de septiembre de 2018, y ese médico rindió concepto acerca de que la incapacidad del accionante es de carácter parcial; c) con aquella se “pretende dar cobertura a tiempo pasado a la consulta que el (sic) realiza; y el solicitante en ningún momento se acercó a esta seccional a transcribir la incapacidad del médico del centro de salud vital” y d) la transcripción de excusas de servicio por incapacidad se realiza de conformidad con los parámetros establecidos por la Directiva Administrativa Permanente No. 007 de la Policía Nacional, según la cual compete a los médicos y odontólogos vinculados a las instituciones prestadoras de salud con las cuales la Dirección de Sanidad ha contratado servicios, expedir dichas excusas
.

4.5 En fallo de tutela del 6 de diciembre pasado, el Juez Tercero Administrativo de Pereira decidió conceder el amparo invocado por el actor, le ordenó al Comandante del Departamento de Policía de Risaralda adelantar los trámites administrativos necesarios para desbloquear el pago del salario del mes de octubre de 2018 y negó las demás pretensiones de la demanda.
Para así decidir estimó que se encuentra acreditado que la entidad accionada canceló las incapacidades concedidas por la Dirección de Sanidad y la ESE Hospital Metal de Risaralda, en los meses de septiembre y noviembre de 2018. Sin embargo, a ello no procedió respecto de las otorgadas en el mes de octubre, pues decidió bloquear injustificadamente el pago de la nómina del accionante
. 
5. Lo primero que se deduce de las anteriores pruebas es que, tal como lo infirió el juez de primera instancia, en este caso no se presenta el fenómeno de la cosa juzgada, ni el de temeridad, pues quedó acreditado que las incapacidades reclamadas difieren en cada una de las acciones de tutela. En efecto, en la primera acción de tutela se solicitó una que fue concedida antes del mes de mayo de 2018, fecha en que se profirió el primer fallo de tutela; en la segunda, las otorgadas a partir del 21 de septiembre y hasta el 20 de octubre de 2018 y del 29 de octubre al 25 de noviembre de ese mismo año
, las que fueron autorizadas por la Dirección de Sanidad y la ESE Hospital Mental de Risaralda, y en la que ahora es objeto de análisis, se solicita la transcripción de la reconocida entre el 20 y el 30 de septiembre de 2018, por la médica tratante, quien desde el 21 de junio de 2018 indicó que se debían renovar las incapacidades hasta finalizar el tratamiento y programar cirugía. 
6. Tal como quedó consignado en los antecedentes de esta providencia, el funcionario de primera instancia negó la tutela al considerar que el accionante no había actuado con la suficiente prontitud para reclamar la protección de sus derechos, pues para el mes de noviembre de 2018, fecha en que interpuso la segunda acción de tutela ya conocía la respuesta negativa de la accionada, es decir que procedió a instaurar el amparo luego de casi cuatro meses.
7. La Sala no comparte ese argumento, pues si bien es del criterio de que la acción de amparo debe ser formulada en un término razonable, ha entendido que este, de manera general, se encuentra fijado en seis meses contabilizados desde la ocurrencia de la vulneración, de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia que al respecto ha expresado: “lapso que supera el de seis (6) meses fijado por la consistente jurisprudencia de esta Corporación, como razonable y proporcional para que las personas afectadas en sus prerrogativas básicas ejerzan esta acción constitucional” 
. 
En estas condiciones si la incapacidad que pretende el demandante se transcriba finalizó, según dice, el 30 de septiembre de 2018, para el 15 de marzo de este año, fecha que instauró la demanda de tutela
, aún no se había cumplido aquel lapso, el cual vencía el 30 del citado mes. 
Por lo anterior el análisis de procedibilidad de la acción respecto del presupuesto de la inmediatez, sí se encuentra superado.
8. Según lo señala la jurisprudencia transcrita al inicio de las consideraciones de esta providencia, el amparo constitucional procede cuando los medios ordinarios de defensa judicial resultan ineficaces para proteger los derechos fundamentales o porque se está frente a un perjuicio irremediable.

En este caso, frente a la decisión de negar la transcripción de incapacidades, el actor tiene la posibilidad de formular la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contenciosa administrativa, como mecanismo eficaz para satisfacer sus derechos. 

Y si lo que pretende es acreditar que estuvo incapacitado, para exonerarse de responsabilidad disciplinaria, será en el proceso que al efecto se adelanta, en ejercicio de su derecho de defensa, en el que deberá demostrar aquel hecho.

Así entonces, la procedencia excepcional del amparo, a pesar de existir otros medios de defensa judicial, depende de que el demandante acredite cómo la falta de la transcripción de la citada incapacidad le genera aquel tipo de afectación; sin embargo a ello no procedió.
En efecto, en la demanda se limitó a indicar que esa circunstancia afectaría el pago total que percibe por ese concepto e implicaría consecuencias negativas para los procesos disciplinarios que se adelantan en su contra, mas dejó de demostrar la inminencia y gravedad de tales circunstancias. Por el contrario, se evidencia que al actor se le han cancelado otras incapacidades y no se tiene noticia de que se le haya suspendido su sueldo o que tenga pendiente por pago otras de esas prestaciones. 
Así las cosas, no surge la evidencia de una amenaza que permita deducir la existencia de un perjuicio que por sus características justifique adoptar medidas urgentes de manera temporal, mientras en el trámite ordinario se define la cuestión.
9. En conclusión, como no es la acción de tutela el mecanismo idóneo para resolver sobre la validez de esa incapacidad laboral, el fallo impugnado se confirmará, aunque será modificado para declarar improcedente el amparo por incumplir el presupuesto general de procedencia de la subsidiariedad.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E 
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Familia de Pereira, el 1º de abril último, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Luis Carlos González Muñoz contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional y el Comando de Policía, ambos de la regional Risaralda, MODIFICÁNDOLA para declarar improcedente el amparo.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,

                          CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
                          DUBERNEY GRISALES HERRERA

                          EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-376 de 2014, M.P. Nilson Pinilla Pinilla


� Folio 15


� Folios 24 a 27


� Folio 23


� Folio 22


� Folios 16 y 17


� Folios 46 a 50


� Folios 9 a 11


� Folios 12 a 14


� Folios 40 a 44


� Ver cuadro incorporado en la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Administrativo de Pereira, folios 43 cuaderno No. 1


� Sala de Casación Civil, sentencia de tutela STC4837-2015 del 23 de abril de 2015, M.P. Jesús Vall de Rutén Ruiz, radicado No. 11001-02-03-000-2015-00753-00


� Folios 1 y 6 cuaderno No. 1
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